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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Doreen Javier Ibarra (ad hoc). 


MIEMBROS: Señoras Representantes Berta Sanseverino y Mercedes Santalla; y señores Representantes 
Andrés Abt, Julio Bango, Gustavo Cersósimo, Belmonte de Souza, Juan Manuel Garino 
Gruss, Nicolás Pereira, Mario Silvera y Walter Souto. 


INVITADOS: Señores Director Nacional de Política Social del MIDES, Andrés Scagliola; responsable de 
la Unidad de Políticas de Discapacidad del MIDES, licenciado Heber Da Cunha; doctora y 
trabajadora social Karen Sass y señor Andrés Reyes. 

SEÑORA SECRETARIA.- Corresponde elegir Presidente ad hoc. 

SEÑORA SANSEVERINO.- Propongo al señor Diputado Ibarra. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Cinco en seis: AFIRMATIVA. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra) (ad hoc).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 10 y 43) 


La Comisión tiene el agrado de recibir al Director de Políticas Sociales del Mides, señor Andrés 
Scagliola, al responsable de la Unidad de Políticas de Discapacidad del Mides, licenciado Heber Da Cunha y 
a la señora Karen Sass. 


Tenemos previsto tratar el tema relativo al Plan Nacional de Acceso a la Justicia y Protección Jurídica de las 
Personas con Discapacidad. 


SEÑOR SCAGLIOLA.- Queremos ratificar nuestro agradecimiento por la premura con la que se 
respondió a nuestra solicitud de entrevista, que no tiene otra intención que invitar al Parlamento y 


específicamente a esta Comisión a participar activamente de este proceso hacia un Plan Nacional de 
Acceso a la Justicia y Protección Jurídica de las Personas con Discapacidad. 


Voy a hacer tres comentarios generales para que quienes me acompañan -que trabajan en un área 
especializada en la temática de las personas con discapacidad- puedan profundizar en esta propuesta. 


Debo decir que lo que nos guía es la perspectiva de los derechos humanos. Esto supone entender que los 
derechos de las personas están interrelacionados y que deberemos avanzar en las distintas dimensiones de los 
derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos. Debemos tener claro que las personas no son 
objeto de asistencia sino sujetos de derecho. Esto supone un cambio de paradigma en el modelo de 
sustitución de las personas con discapacidad, hacia un sistema que pretende potenciar la autonomía e 
independencia de las personas con discapacidad para tomar decisiones y desarrollar sus proyectos de vida. 
Este cambio de paradigma ha tomado cuerpo y carne en la legislación internacional de los derechos humanos 
y Uruguay, que ha tenido avances sustantivos, debe acompañar ese cambio paradigmático con disposiciones 
internas que contribuyan a transitar este camino. 


En este proceso, reconocemos antecedentes tanto a nivel internacional como nacional. En primer lugar, la 
Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad que Uruguay ha ratificado, como la amplia 
mayoría de la legislación internacional de derechos humanos y, particularmente, los artículos 12 y 13 - 
nuestro país incorporó esta Convención en 2008, a través de la Ley N” 18.418- nos parece el documento 
fundamental para referenciarnos en este trabajo. 


En segundo término, Uruguay aprobó en 2011 el protocolo facultativo de esta Convención, profundizando en 
esa línea a través de la Ley N* 18.776; estas son las dos grandes referencias a nivel internacional. En 2010, 
también aprobó la Ley N* 18.651 que, en su artículo 5%, hace referencia específica a garantizar el acceso a la 
Justicia. 


Uruguay ya había avanzado a través de la Acordada N* 7.647 de la Suprema Corte de Justicia en ratificar y 
poner en práctica las Reglas de Brasilia. Como reconoce el Poder Judicial, acá estamos en el debe y tenemos 
que avanzar mucho más en este sentido. Nos parece un documento fundamental para trabajar. 


Finalmente, reconocemos la reciente reunión 21a. de la Red de Altas Autoridades de Derechos Humanos del 
Mercosur, que insta a los países a avanzar en este sentido. Con un plan de estas características, Uruguay 
estaría cumpliendo tanto con sus compromisos internacionales y con su legislación interna como con los 
compromisos asumidos en distintas instancias a nivel de la región. 


Quiero volver a ratificar esta idea de un cambio de paradigma, que entiende a las personas con discapacidad 
como sujetos de derecho. También se debe entender que la accesibilidad no solo tiene que ver con barreras 
físicas -aunque también tiene mucho que ver con ello-, sino con garantizar, en este caso, un sistema judicial y 
una serie de normas y legislaciones que igualen en derechos -más allá de lo formal- a las personas con 
discapacidad con el conjunto de la sociedad. 


Finalmente, nos parece importante avanzar en este sentido, y para ello convocamos al Parlamento que, sin 
duda, es quien en este proyecto, que iremos construyendo conjuntamente, deberá identificar qué normativa 
habrá que adaptar para obtener el acceso a la justicia y la protección jurídica de las personas con 
discapacidad. En ese aspecto hay un rol fundamental a cumplir, el cual está enmarcado en esta Comisión. Esa 
es la razón por la cual realizamos la convocatoria y concurrimos a esta asesora. En este sentido, los valores 
máximos que nos deben guiar son los de la libertad y de la igualdad, ya que debemos apuntar a alcanzar una 
equiparación en el ejercicio de derechos. Y no me refiero solamente a la igualdad formal, sino también a la 
igualdad sustantiva de las personas. 


Entonces, las tres grandes ideas que queremos trasmitir a la Comisión son la perspectiva de derechos 
humanos, los antecedentes que reconocemos tanto en la legislación internacional como nacional, y la 
accesibilidad en un sentido mucho más profundo que tiene que ver con barreras físicas y de otro tipo, como 
culturales, de capacitación, por ejemplo, de aquellos que ponen en práctica la legislación, y guiados por los 
principios de libertad y de igualdad. 


Mis compañeros desarrollarán más en profundidad el contenido de la propuesta que les hicimos llegar. 


SEÑOR DA CUNHA.- Como dijo el señor Scagliola, esto surge a partir de nuestra participación en el 
mes de marzo en la RAADH, en la Comisión Permanente por los Derechos de las personas con 
Discapacidad. En esa instancia todos los países de la región -Argentina, Chile, Paraguay, Brasil y 
Uruguay-, firmamos un acuerdo para crear un plan de acceso a la Justicia para las personas con 
discapacidad, a la luz de los artículos 12 y 13 de la Convención de los Derechos de las Personas con 
Discapacidad. 


Durante este año también acordamos llevar a cabo un seminario sobre Accesos a la Justicia y Protección 
Jurídica. Lo que se pensó en este sentido fue que los puntos que se vayan a considerar en ese seminario se 
coordinen con los demás países, que es lo que estamos haciendo. Uruguay es el último país en realizar el 
seminario, el cual se llevara a cabo el jueves 13 de diciembre. 


La Unidad de Políticas de Discapacidad de la Asesoría Macro en Políticas Sociales del Mides y el Programa 
Nacional de Discapacidad de este Ministerio elaboraron este primer documento -que es un borrador- a modo 
de convocatoria para empezar a reunirse con todos los participantes involucrados en la temática. Me refiero 
al Poder Judicial, al Poder Legislativo, al Ministerio del Interior -especialmente, el INAC y el INR, ya que en 
este plan también están involucradas las personas con discapacidad que están privadas de libertad-, al 
Ministerio de Salud Pública, por su Programa Salud Mental, a ASSE, por su Programa de Servicio de 
Atención Integral a las Personas Privadas de Libertad, al Inau, concretamente al Sirpa, ya que algunos 
adolescentes privados de libertad pueden tener alguna discapacidad, y al Ministerio de Educación y Cultura, 
que tiene un área de acceso a la Justicia que trabaja a nivel internacional. 


Hemos mantenido reuniones con los representantes que han designado estas instituciones, las cuales han sido 
muy positivas. Lo que se busca es armar un grupo de trabajo con esos representantes, el cual comenzará a 
funcionar a partir del mes de febrero. En ese grupo comenzaremos a diseñar el plan en forma conjunta 


Otro de los acuerdos alcanzados en la RAADH apunta a la revisión legislativa a fin de tratar de hacer una 
adecuación normativa a la luz de la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad. Por tanto, 
parte de este trabajo implica comenzar a revisar nuestra legislación para saber cómo está en relación a lo que 
establece la Convención. 


De más está decir que invitamos a los señores Diputados a participar del seminario que he mencionado, el 
cual se llevará a cabo el jueves 13. Cabe agregar que convocamos a una experta internacional a participar del 
evento. Me refiero a la doctora Agustina Palacios, quien es experta iberoamericana en temas de la 
Convención y, especialmente, en lo que tiene que ver con el acceso a la Justicia. Este seminario será el primer 
insumo para el plan que queremos elaborar, que se comenzará a desarrollar a partir del mes de febrero. 


El marco legal en el que nos estamos basando, como dijo el señor Scagliola, incluye la Convención, 
especialmente, los artículos 12 y 13, las leyes de Brasilia, y el artículo 5” de la Ley N* 18.651. 


Los objetivos generales del plan son promover el efectivo acceso a la Justicia de las personas con 
discapacidad, en pos de lograr igualdad de derechos, equiparación de oportunidades y una inclusión plena en 
la sociedad y la protección jurídica, o sea que las personas con discapacidad tengan derecho al 
reconocimiento en cualquier lugar de su personería jurídica, y cuando sea necesaria una asistencia para su 
ejercicio. En una sociedad democrática el acceso al sistema jurídico es un derecho fundamental. 


Los objetivos específicos del plan serán: procurar establecer las condiciones necesarias para garantizar la 
accesibilidad de las personas con discapacidad al sistema de Justicia; proporcionar protección contra la 
discriminación, mediante la aplicación de medidas legislativas; fomentar redes de defensa no 
gubernamentales que trabajen a favor de los derechos de las personas con discapacidad; acceder a 
información estadística de la incidencia de la discapacidad en el ámbito de acceso a la Justicia; diseño, 
implementación y evaluación de políticas públicas dentro del sistema Judicial, dirigido a personas con 
discapacidad; promocionar los derechos de las personas con discapacidad y capacitar en cuanto a esta 
temática en los ámbitos judiciales, académicos, y en los miembros correspondientes: Jueces, funcionarios 
judiciales, abogados, escribanos, personal del Ministerio del Interior, Instituto Nacional de Rehabilitación, 
Instituto Nacional de Criminología, del Ministerio de Salud Pública, del Programa de Salud Mental y, desde 
ASSE, al personal del servicio de atención integral para las personas privadas de libertad. Por otro lado, 
garantizar a las personas con discapacidad el acceso a los servicios de asistencia jurídica, domiciliaria, y a 


otros servicios de apoyo comunitario para facilitar el ejercicio pleno de sus derechos y garantías; 
promocionar la formación de profesionales en el área del Derecho, con sensibilización en la temática de la 
discapacidad, y profesionales específicos en materia de discapacidad para la formación en materia de 
derechos; promover un proceso de revisión de la legislación interna a los fines de propiciar la adecuación 
normativa a la luz de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 


Nos hemos propuesto algunas acciones a conversar con los actores para el corto, mediano y largo plazo, que 
serían: coordinación, acceso y divulgación de la información. Se refiere al acceso a la Justicia de las personas 
con discapacidad en los siguientes ámbitos: Suprema Corte de Justicia, Ministerio del Interior, Instituto 
Nacional de Rehabilitación, Instituto Nacional de Criminología, ASSE -con el servicio integral de las 
personas privadas de libertad-, Ministerio de Salud Pública -por el Programa de Salud Mental-, Ministerio 
Público y Fiscal, Udelar, Colegio de Abogados del Uruguay, Asociación de Escribanos del Uruguay y la 
sociedad civil organizada de personas con discapacidad. Olvidé mencionar que ya estuvimos reunidos con 
ellos para participar del diseño de este Plan y también van a participar del seminario con algunas 
exposiciones. 


Por otro lado, planeamos una reunión de coordinación con representantes de la Suprema Corte de Justicia 
para presentar el Plan de Acceso a la Justicia y Protección Jurídica de las Personas con Discapacidad y para 
informar sobre la importancia de los acuerdos internacionales que ha realizado el país en reconocimiento a la 
protección jurídica y el acceso a la Justicia de las personas con discapacidad. Asimismo, mantendremos una 
reunión con el Ministerio del Interior y con todas las instituciones que fui nombrando, incluida la sociedad 
civil. Tenemos pendiente la coordinación de una reunión con la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo, pero ya hemos hablado con González. 


Por otro lado, trabajaremos en la promoción, educación y sensibilización sobre la temática de la discapacidad 
con el Poder Judicial, para que los funcionarios reciban capacitación y sensibilización sobre los derechos de 
las personas con discapacidad; con el Ministerio del Interior para realizar capacitación y sensibilización al 
personal civil y policial; con ASSE, para capacitar y sensibilizar al personal de salud que trabaja en el sistema 
penitenciario, así como con el Programa de Salud Mental del Ministerio de Salud Pública; con la Universidad 
de la República, para que se brinde como materia extracurricular la temática de la discapacidad, con el 
Colegio de Abogados del Uruguay, con la Asociación de Escribanos del Uruguay y con las asociaciones 
vinculadas a la Justicia y a organizaciones de y para personas con discapacidad, para capacitar y sensibilizar 
sobre la temática de la discapacidad. También se trabajará en cuanto a la capacitación, promoción, educación 
y sensibilización en relación al acceso a la Justicia. O sea que se trata de capacitar a actores relevantes como 
técnicos, a la sociedad civil organizada, a intérpretes de lengua de señas, entre otros, sobre aspectos 
vinculados al acceso a la Justicia y a la protección jurídica y adecuación normativa. 


SEÑOR SCAGLIOLA.- Queremos ratificar la invitación a participar de este proceso. 


El Parlamento es claramente colegislador y es muy importante no que se incorpore al proceso una vez que 
estén las recomendaciones o los resultados de ese mismo proceso, sino que haya una participación activa 
desde el comienzo. Esa es una buena práctica que deberíamos ir replicando en procesos de este tipo y ese es 
el sentido de la invitación que les venimos a extender hoy. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Quiero agradecer a la Dirección del Mides por venir a esta reunión de la 
Comisión. 


Los materiales que han traído son muy importantes. Tendremos que estudiarlos, pero es muy bueno que lo 
hagamos ahora, en diciembre, porque podremos prepararnos, a los efectos de que el año próximo, ya con un 
conocimiento más profundo, podamos avanzar y seguir el ritmo de este tema tan importante, tanto por el 
universo que atiende, como por el punto específico al que se están abocando, que es fundamental. 


Precisamente, tengo acá un documento sobre el estudio que se está haciendo -que no es muy conocido- 
acerca de la famosa Cumbre Judicial Iberoamericana de Brasilia, del año 2008. Es interesante, porque el 
objetivo es mejorar el acceso de las personas vulnerables al ejercicio efectivo de sus derechos, lo que requiere 
la adecuación de los servicios que brindan una respuesta eficaz. En este caso, estaba asociado al tema de la 
violencia de género. Esto es muy importante a la luz de que este Parlamento está analizando la capacidad que 


ha tenido o los nudos críticos existentes en la ley sobre violencia, que mucho tienen que ver con el acceso a la 
Justicia en cuanto a plazos, niveles de esfera de lo civil y de lo penal. Es decir, hay una serie de temas que se 
están analizando, un estudio muy profundo de algunas de las leyes más impactantes que ha tenido el Uruguay 
en estos últimos años. Se está evaluando su eficacia, su capacidad de resolución y qué temas deben ser 
modificados. Eso también será un insumo importante para el análisis de esto. Me alienta mucho el hecho de 
que en esta matriz de trabajo esté la Suprema Corte de Justicia, el Poder Judicial, porque todos nosotros 
avanzamos en la comprensión de que las poblaciones vulnerables necesitan que se eliminen ciertas barreras 
que -como bien decía el director Scagliola- no son solamente físicas sino que tienen que ver con la capacidad 
de poder resolver, pensar en la vida cotidiana de ese actor que va a litigar cómo nosotros estamos trabajando 
para eso 


Por lo tanto, quiero saludar el trabajo que están haciendo, que es muy importante. 


En esta Comisión, el tema de la discapacidad ha estado siempre muy presente en cuanto a los servicios y la 
atención a esta población. Tenemos leyes, declaraciones; se ha legislado ya sobre aspectos muy importantes. 
Este es un aspecto clave, fundamental, inclusive, para la consagración de los derechos de ese mismo 
colectivo 


Les deseamos que tengan una buena actividad el día 13 de diciembre y nos comprometemos a leer todo el 
material que nos han traído, a los efectos de que en febrero realmente tengamos un conocimiento más 
profundo de lo que están trabajando, para poder estar a la altura de un diálogo más importante y en mejores 
condiciones. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CERSÓSIMO.- En primer lugar, quiero saludar a la delegación que nos visita. 


En segundo término, me gustaría que nos indicaran cuáles son los impedimentos que han detectado de acceso 
a la Justicia de las personas discapacitadas. Este es el tema medular y fundamental de todo este trabajo, y nos 
interesa saber los objetivos a trabajar para facilitar dicho acceso. A pesar de que nuestro Estado de Derecho y 
nuestro régimen republicano democrático reconocen el derecho de igualdad y hay normas que regulan la 
situación de las personas con discapacidad, me gustaría saber cuáles son los impedimentos de acceso a la 
Justicia de las personas discapacitadas que se haya detectado. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- También quiero saludar a la delegación que hoy nos visita. 


Quiero plantear algunas inquietudes. Una de ellas ya fue planteada por el señor Diputado Cersósimo con 
respecto al acceso a la Justicia, que es el gran tema que hoy nos convoca. Tal vez exista alguna propuesta 
legislativa en ese sentido. Asimismo, quisiera saber en qué se puede avanzar en algunos institutos como, por 
ejemplo, la tutela, la curatela, los poderes porque, muchas veces, a las personas con discapacidad no solo 
mental sino también física, les es complejo trasladarse para ver al abogado, hacer trámites ante el Poder 
Judicial y ante toda la Administración. En fin; me gustaría conocer cómo se avanza con el otorgamiento de 
poderes. 


También se habló de generar algún vínculo con la Universidad de la República para dar mayor conocimiento 
a los operadores jurídicos del futuro, es decir, abogados, escribanos, Jueces, etcétera. Del mismo modo sería 
bueno que se incluyera a las Universidades privadas, generar alguna propuesta pedagógica en ese sentido e 
introducir este tema en alguna de las materias que se dictan en las carreras. Si bien el aspecto de las 
autonomías podría limitar todo ello, a título de una propuesta tal vez el Mides pueda desarrollar algo y no 
decir solamente -espero que esto no suene despectivo-: "Acá están los derechos; manéjensen", sino generar 
un ida y vuelta mayor. 


No sé si ya se habló aquí sobre la reglamentación de la Ley N* 18.651. Este es un gran reclamo y creo que 
algún legislador ya lo ha manifestado. 


Por otra parte, quisiera conocer cómo va el tema del famoso 4% en la Administración Pública. Esto ha sido 
reclamado por muchos. Inclusive, acá mismo hemos aprobado un proyecto de ley que va en ese mismo 
sentido relativo a los afrodescendientes. Posteriormente, hubo una compleja aplicación de esta norma porque, 


una cosa es el papel y la tinta, aprobar la ley y, otra, el cumplimiento cabal de la misma. Nos gustaría conocer 
cómo se viene cumpliendo con dicha norma. Yo he solicitado algún pedido de informes y algunos organismos 
cumplen con la normativa pero otros no, por lo que quisiera saber la perspectiva que tienen al respecto los 
invitados del día de hoy. 


Con respecto a los Defensores de Oficio, que tienen un papel clave para las personas con discapacidad, 
quisiera saber en qué sentido se puede avanzar. Enfrentemos la realidad: como muchas veces es difícil 
trabajar, hacerse de un dinero y pagar a un abogado, se recurre a un Defensor de Oficio. Me gustaría saber 
cuál es el control efectivo que se realiza a estos Defensores de Oficio. En lo personal he recibido varias 
quejas en relación a los Defensores de Oficio cuando, por ejemplo, madres solteras de bajos recursos tramitan 
judicialmente una pensión alimenticia para sus hijos. A veces estos no ponen entusiasmo ni fuerza en la 
actividad judicial para defender derechos tan básicos como es el de la alimentación para un menor. 


Ya que estamos hablando de la discapacidad, un tema que siempre me ha preocupado es el de los ciegos. 
Quisiera saber por qué no hay un curso de OYM -orientación y movilidad- en las escuelas especiales para 
ciegos. Este es un reclamo de la sociedad civil. Creo que existen dos escuelas especiales dirigidas a personas 
con baja visión o con ceguera. Este no es un reclamo del Gobierno. En las escuelas especiales para los no 
videntes nunca se dictaron cursos para orientación y movilidad. 


SEÑOR DE SOUZA.- Antes que nada quiero saludar a los invitados y decir que veo con sumo 
beneplácito la iniciativa que están exponiendo. Creo que es un área de trabajo a la que la sociedad en 
particular le debe una mayor sensibilidad. Cualquier cosa que se intente, con buena intención, 
necesariamente redundará en un beneficio para las personas con discapacidad. 


Tengo alguna experiencia personal al respecto en la medida en que trabajé muchos años ayudando y 
colaborando con instituciones que se orientaban a favorecer las actividades de discapacitados. Por este 
motivo, quiero volcar alguna opinión sobre el punto. Como abogado que soy, creo que nosotros no tenemos 
una legislación discriminatoria; la discriminación se da en la práctica, en la realidad y no solo al acceso a la 
Justicia sino a muchas otras cosas. Es muy difícil apreciar, comprender las necesidades de un discapacitado. 
Partamos de la base, como dice el informe presentado, que existen varios tipos discapacidades: severas, leves 
o moderadas. Hay tantos grados de discapacidad como personas discapacitadas. Por tanto, cualquier norma 
que se apruebe tiene que ser marco porque cada caso particular debe ser atendido particularmente. Habrá que 
capacitar personas para que particularmente sepan adónde apuntar. 


A manera de ejemplo quiero señalar que en una ocasión teníamos a un chico con discapacidad que 
participaba en actividades deportivas y corría. Siempre salía segundo así fuera adelante y corriera muy 
rápido, o no. No entendíamos por qué siempre salía segundo. Nadie había detectado que el problema que 
tenía era en la visión; no veía bien y siempre seguía al que iba adelante. Es esencial detectar cuál es la 
discapacidad que tiene una persona para poder ayudarla en forma. Hay que poner especial énfasis en ese 
sentido. Quizás la Defensoría Pública debiera ser especializada en personas que presentan cierta 
discapacidad. 


Por otra parte, me parece que hay que tener presente lo que establece el artículo 12 de la Convención 
Internacional de Derechos de las Personas con Discapacidad cuando dice: "[...] que sean proporcionales y 
adaptadas a las circunstancias de la persona, que se aplique en el plazo más corto posible, que estén sujetas a 
exámenes periódicos por parte de una autoridad o de un órgano judicial competente". Simplemente quería 
decir esto tratando de aportar un granito de arena, además de felicitar a la delegación por el espíritu que 
anuncia este proyecto. 


Desde ya, estamos a las órdenes. 


SEÑOR SCAGLIOLA.- Voy a dar algunas referencias generales. El Da Cunha y la señora Sass 
complementarán con aspectos más específicos. 


En relación a la primera pregunta cabe señalar que, precisamente, este proceso es para detectar a aquellos 
núcleos críticos donde es necesario introducir cambios en la legislación, cualquiera sea su nivel, no 
solamente legal sino de decretos, reglamentaciones y de otro tipo de normativa, o a nivel de las prácticas, 
como refería el señor Diputado preopinante. 


Precisamente, por este motivo el proceso convoca a las organizaciones de la sociedad civil, que son las que 
tienen mayor claridad en su propia cotidianeidad en las dificultades en el acceso a la Justicia. De todas 
maneras, a ello se referirá la doctora Karen Sass quien combina la virtud de ser abogada y trabajadora social - 
tiene esa doble perspectiva- y expondrá algunos ejemplos de las personas con discapacidad que encuentran 
dificultades para acceder a la Justicia. 


En relación a lo manifestado por el señor Diputado Guarino Gruss, creo que es una buena idea incorporar al 
conjunto de la educación terciaria en esta propuesta. Con relación a la reglamentación de la Ley N* 18.651, el 
Mides ha asumido el compromiso público de reglamentarla en 2013. El Mides está trabajando en ello junto a 
la Presidencia de la República. En este momento se está trabajando a ese nivel de decisión 


De alguna manera, las propuestas como esta ayudan a llevar a la práctica disposiciones de esa ley. 
Precisamente, yo me refería al artículo 5” de esa ley, que es el que nos orienta en este trabajo. 


En cuanto a la última de las intervenciones, nosotros creemos que las instituciones se tienen que adaptar a las 
personas, y no a la inversa, lo que implicaría la exclusión de las personas con discapacidad del sistema 
judicial y también de otras instituciones. Es verdad que es muy difícil reducir la complejidad de cada 
situación a categorías, pero son necesarias para la construcción de políticas públicas; no podemos trabajar sin 
categorías. 


En ese sentido, debemos tener presente que no estamos hablando de pocas personas. Los datos del Censo 
Nacional 2011 determinan que presentan algún tipo de discapacidad 517.771 personas. Estamos hablando de 
un conjunto muy importante de la población, y no de una pequeña minoría. Si la desagregamos por 
discapacidades leves, moderadas o severas, veremos que entre las leves hay 365.462 personas, entre las 
moderadas, 128.876, y con una dependencia severa, 23.433. De modo que con discapacidad intensa hay un 
conjunto muy importante de uruguayas y uruguayos. En total representan el 15,9% de la población. Aunque 
fuera una única persona la que tuviera dificultades en acceder a la Justicia, tendríamos que avanzar en este 
sentido, pero además aquí estamos hablando de un conjunto muy importante. 


La doctora Sass pondrá algunos ejemplos de dificultades para el acceso a la Justicia y el licenciado Da Cunha 
desarrollará las inquietudes sobre la orientación, la movilidad y el cupo de 4% para personas con 
discapacidad. 


SEÑORA SASS.- La jornada del 13 de diciembre intenta ser una primera jornada de acuerdos entre 
los actores. Para nosotros es esencial que todos participen y se integren al diseño de este plan de acceso 
a la Justicia y protección jurídica. La idea es que participen todos los actores involucrados -con ese 
espíritu convocamos-, para dar la mirada de cada una de las instituciones a las que pertenecen, y que 
la Comisión que se forme para trabajar en este tema sea intersectorial, a fin de crear un plan de acceso 
a la Justicia que se ajuste a los problemas que tenemos. 


Partimos del análisis que hicimos en la Unidad de Políticas de Discapacidad, pero no es algo terminado; el 
diseño no se ha explicitado. Venimos con la idea de hacerlos participar en este diseño, que es una parte muy 
importante del plan para poder pensar en estas cuestiones que nos preocupan. 


En cuanto a las situaciones concretas de dificultades de acceso a la Justicia, podemos decir que el tema de la 
curatela está en muchos de los casos. Se trata de un instituto sobre el que se debe dar una discusión, y que 
está relacionado con los tipos de discapacidad. Hace muy poco tiempo salió una sentencia que marcó un 
cambio en los Magistrados del Uruguay: se otorgó a una persona con Síndrome de Down el derecho al voto, 
el principal derecho político, ya que se entendió que estaba completamente apta para hacerlo. 


La declaración de incapacidad -como dice la sociedad civil textualmente: esa muerte civil que los condena- 
es una limitante para abrir puertas y ser parte de la sociedad inclusiva, que es lo que queremos. El espíritu de 
la curatela y de estos institutos es que puedan tener un asesoramiento, un complemento o una ayuda en 
aquellas cosas que no pueden hacer. Nosotros tenemos que promover su autonomía para que realmente hagan 
todo lo que pueden hacer, y en lo que no puedan hacer, que reciban una asistencia que se ajuste al caso 
concreto. 


Por otro lado, tenemos el instituto del matrimonio, que habría que rever en los discapacitados, y el tema de 
las contingencias sociales y el relacionamiento entre algunas instituciones, que también habría que 
reconsiderar. 


Hay muchas cosas más que dificultan el acceso a la Justicia, como la propia accesibilidad. Hoy en día una 
persona en silla de ruedas no puede entrar a la Suprema Corte de Justicia. Hay centros de mediación a los que 
no pueden acceder como el resto de los ciudadanos, por no tener las condiciones para ello. ¡Si tendremos 
trabajo en este sentido! Por eso la idea es involucrar a todos para que formen parte, para que cada uno dé su 
mirada, como una contribución, desde el sinceramiento, como en lo que tiene que ver con la Suprema Corte 
de Justicia y específicamente con las Reglas de Brasilia, que proponen que los procesos sean cortos, que el 
asesoramiento sea gratuito, que son cuestiones que no se han podido resolver. Tampoco la Defensoría de 
Oficio, que es un tema bien importante y que debería funcionar como un garante de derechos. 
Lamentablemente, hoy no funciona así. Desde la declaración de incapacidad, como cualquier otra situación 
que se relacione con los bienes de las personas con discapacidad, los procesos son largos, complicados y muy 
costosos. Entonces, ni siquiera se accede a la declaratoria de incapacidad para obtener derechos básicos y 
poder sustentarse a lo largo de la vida. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Con respecto a la curatela, ¿lo que se pretende es menos actuación a través 
del representante y más actuación directa del discapacitado? El acceso a la Justicia lo tienen, solo que 
actúa el representante, el curador. En este caso se pretende ir postergando la figura del curador, con 
más participación del discapacitado, como persona a la que se le respeta su personalidad jurídica. 


Cualquier persona actúa en la Justicia a través del representante legal, salvo en algunas etapas del proceso. 
¿Aquí se está pensando en ir sustituyendo la figura del curador? 


SEÑORA SASS.- En realidad, lo que pretendemos es que se ajuste al caso concreto. Entendemos que 
en algunas situaciones sí se debe dar mayor participación al discapacitado en los procesos, que es un 
poco la línea que marca la Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad. Esto siempre 
contemplando los distintos tipos de discapacidad. No podemos hablar de todas las situaciones de forma 
igualitaria, porque no son iguales. En algunos casos sí se puede dar mayor participación a la persona, 
para que pueda enfrentarse a una audiencia, y de alguna manera poder acceder a ciertos derechos que 
hoy no tiene. Cuando hay declaración de incapacidad el curador hace todo por el discapacitado, pero 
hay cosas que sí puede hacer por sí mismo. 


Nosotros no tenemos una propuesta concreta, sino que creemos que se debe dar la discusión sobre cuáles son 
las situaciones y en qué medida se les puede dar mayor participación. Además, sabemos que dentro de la 
curatela se cometen un montón de abusos. La rendición de cuentas de los curadores se hace cada tres años, y 
se cometen un montón de injusticias. 


La idea es alinearnos a las Reglas de Brasilia y ajustar los procesos a las situaciones que sufren en la vida 
cotidiana las personas con discapacidad, para luego ajustar los institutos. Ese es el objetivo: dar esa discusión 
para ver cómo podemos mejorar las condiciones del Instituto en lo que tiene que ver con la representación y 
con la participación efectivas de la persona en los procesos, lo cual implica los bienes y cualquier 
procedimiento que se pueda tener en cuenta para personas con discapacidad. 


SEÑOR DE SOUZA.- Se hizo referencia a la Defensoría Pública -antigua Defensoría de Oficio- y 
quiero quebrar una lanza por ellos. 


La demora en los juicios no es por la Defensoría Pública. Quizás habría que crear una Defensoría 
especializada, en la medida en que no es lo mismo trasladarse hasta diez veces para conseguir número para 
que lo atiendan, para una persona que no sufre una discapacidad que para quien sí la padece. La demora en 
los procesos se debe más bien a los Juzgados que a los Defensores Públicos, que atienden el 90% de los casos 
en materia penal y más del 70% en materia de familia. De manera que tienen que lidiar con una cantidad de 
trabajo enorme. Si bien la Defensoría Pública en nuestro país es perfectible -como todo-, es muy buena, y 
quería señalarlo. 


SEÑOR DA CUNHA.- Este plan de acceso a la Justicia y a la protección jurídica de las personas con 
discapacidad es un línea clave de acción dentro de un plan nacional de equiparación de oportunidades 
y derechos para las personas con discapacidad -también a la luz de la Convención- que se encuentra en 
proceso de diseño. Este año, junto con Pronadis, recorrimos el interior y trabajamos con los Consejos 
Sociales, las Mesas Interinstitucionales y la sociedad civil, obteniendo insumos para el diseño de ese 
plan. La temática de acceso a la justicia es una línea más de acción en un plan en que están 
involucradas la salud, la vivienda, el trabajo, la participación ciudadana y la identidad. 


En relación al 4%, no tenemos datos concretos, pero Pronadis viene trabajando con la Oficina Nacional del 
Servicio Civil para lograr que se llegue a ese porcentaje. Seguramente, en otra oportunidad podremos tener 
datos sobre esto. 


En cuanto a los servicios de orientación y movilidad para los niños de la escuela que se mencionaba, 
honestamente, desconozco el caso, pero hoy mismo nos vamos a poner en comunicación con la Directora del 
Instituto Cachón y con Pronadis para dar respuesta a esa consulta. 


SEÑORA SASS.- Otra línea fundamental del plan bien importante tiene que ver con la capacitación no 
solamente en temas de discapacidad a personas que trabajan en temas jurídicos sino a las personas que 
trabajan con discapacidad en materia jurídica. Esa es una línea estratégica, por ejemplo, en lo que 
tiene que ver con la capacitación de la policía comunitaria y el personal penitenciario. Nos parece 
importante destacarlo y es uno de los aspectos que hablamos con el Ministerio del Interior. Hay mucho 
trabajo para hacer y por eso tenemos esta visión de conjunto que aporte cada una de las miradas para 
que este plan sea más efectivo y contemple todas las situaciones que se presentan en la vida cotidiana. 


SEÑORA SANTALLA.- Como Representante por el interior del país, me llegan los casos de las casas 
de salud, donde tienen discapacitados con Síndrome de Down con un grado elevado que tienen un tope 
de edad de 64 años para estar en ellas. ¿Qué se hace con esa gente? Porque en el interior no hay ningún 
instituto, no tenemos dónde llevarlos y no pueden convivir con la familia, debido al grado de 
discapacidad que tienen. No sé si la Mesa Institucional trató ese tema. Actualmente, existen controles 
para las casas de salud del interior, lo cual nos parece muy bien. 


SEÑOR DA CUNHA.- Todas estas inquietudes han surgido en los debates del año pasado sobre la 
construcción del sistema de cuidados. Todavía no tenemos respuesta, pero entre las propuestas de 
acción para los próximos años están las residencias de larga estadía y de estancias temporales para 
personas con discapacidad. Eso daría respuesta a esa problemática que se da en todo el país. 


SEÑORA SANTALLA.- ¿Eso todavía no se puede modificar? 


SEÑOR SCAGLIOLA.- Este es un problema serio, es una situación irregular, porque las personas con 
discapacidad requieren una atención específica -aun cuando están en una situación de dependencia-, 
diferente a la de los adultos mayores que están en esas residencias de larga estadía, sobre todo en 
situación de dependencia. Por el momento, no nos compete a nosotros, pero creo que lo importante es 
informar que el Ministerio de Salud Pública está al tanto de esta temática y trabajando sobre ella. 


Se instaló una Comisión mixta integrada por el Ministerio de Salud Pública y por el Ministerio de Desarrollo 
Social -particularmente, Inmayores, el Instituto Nacional del Adulto Mayor- para realizar en 2013 la 
transferencia de la competencia de regulación de lo que hoy conocemos como casas de salud -y que nosotros 
queremos resignificar como residencias de larga estadía para no hacer centro solo en el componente sanitario 
sino, sobre todo, en el social y de derechos-, instituciones que tienen una situación de altísima complejidad y 
de difícil resolución. Hay muy pocos servicios de este tipo vinculados a las personas con discapacidad. Por lo 
tanto, es una situación irregular que requiere regulación específica y capacidad de supervisión, lo cual 
muchas veces queda en el debe. Es verdad que también tenemos mucha legislación que luego, por debilidad 
de los organismos que deben supervisarla, nos se cumple a cabalidad. Estamos en ese proceso. 


En este momento no es posible dar una respuesta en concreto, pero sí decir que quien tiene hoy la regulación 
está al tanto de esta situación y buscando alternativas -inclusive, dentro de esta escasez de servicios 


específicos- y que el Mides, progresivamente, irá ganando competencias, en la medida en que la regulación 
de las residencias de larga estadía se transfiera a la órbita de su competencia. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Quiero señalar dos puntos. 


Yo visité el Instituto Cachón y tengo entendido que allí se realiza una amplia gama de actividades. Sin 
embargo, también he recibido reclamos en cuanto a que, una vez que se cumple determinado programa o 
taller, la persona queda desvinculada. Se la manda para su casa y tiene que seguir con su vida en condiciones 
de baja visión o ceguera. Esas personas después no tienen ningún tipo de vínculo con otras que tienen su 
misma condición; no hay otro vínculo humano posible. Conozco gente que la mandan para la casa y se les 
dice que ya está. Se le cierra la puerta y no hay otra posibilidad para seguir profundizando desde el punto de 
vista social o en algún otro taller. Tengo entendido que antes había taller de manualidades y hacían artesanías 
que después vendían. He visitado algunas asociaciones civiles que se dedican a esto y no tienen ninguna 
comparación con lo que es el formidable Instituto Cachón. 


Otra inquietud que tengo es acerca de una ley que se votó en el Parlamento sobre el fomento de la utilización 
del bastón verde. Las personas con baja visión o ceguera usan el bastón blanco o el bastón verde. Tengo 
entendido que el bastón verde es muy importante porque el resto de la sociedad puede reconocer la 
discapacidad visual, pero tenía un costo elevado. Por lo tanto, quería saber si se hizo alguna reglamentación 
de esa ley. 


SEÑOR SCAGLIOLA.- No está en mi ánimo no responder las preguntas, pero nos estamos 
introduciendo en los servicios para las personas con discapacidad que es competencia del Programa 
Nacional de Discapacidad. 


Nuestra responsabilidad en el Ministerio es promover este tipo de proceso y discusiones cuando detectamos 
que hay necesidad de participación y adecuación normativa en procura de plasmar la perspectiva de derechos. 


A cuenta de lo que Pronadis pueda responder a través de cualquiera de las vías con que cuentan los 
legisladores para obtener información, puedo decir que el Instituto Cachón ha tenido un cambio en su 
Dirección a partir del año 2010 y que ha promovido la atención a nivel domiciliario y un mayor 
involucramiento de la comunidad. Obviamente, siempre es una preocupación mantener la vinculación con las 
personas que pasan por el Instituto. No obstante, hay que tener en cuenta que se dispone de cupos limitados y 
de personal técnico limitado, que no permite atender una demanda enorme. Hemos tenido mucho contacto 
con el Instituto Cachón y hemos visto como las personas valoran el servicio. Además, se logra una 
rehabilitación y la idea no es que la persona permanezca permanentemente vinculada a una institución, sino 
que se trata de un proceso de rehabilitación y reinclusión plena a nivel social. 


La preocupación por trayectorias sostenibles de inclusión es de todos y vamos a trasladar la inquietud a las 
autoridades competentes. 


Lo relativo al bastón verde también es competencia del Programa Nacional de Discapacidad y vamos a 
trasladar la inquietud en la medida en que no estamos en la ejecución directa de este tipo de programas, que 
hacen una labor muy importante para proveer ayudas técnicas a las personas con discapacidades a fin de que 
puedan desenvolverse con autonomía. Una vez que tengamos los datos vamos a hacerlos llegar lo más rápido 
posible. 


SEÑOR PEREIRA.- No quiero dejar pasar la oportunidad de agradecer la visita y el material que nos 
han dejado. Sin duda lo vamos a analizar y en lo posible vamos a participar en la jornada del día 13 
porque considero que se trata de un tema muy importante. 


Asimismo, quiero dejar constancia de que las autoridades de Pronadis nos visitaron recientemente y dieron 
una explicación sobre el tema del 4%. Esto consta en la versión taquigráfica y todos lo podemos repasar. 


El resto de las preguntas no fueron formuladas en esa oportunidad, por lo tanto, propongo invitar nuevamente 
a las autoridades de Pronadis. 


SEÑOR SCAGLIOLA.- Agradecemos el interés demostrado por los legisladores y las legisladoras. 


Tenemos un debe importante con un conjunto grande de personas que constituyen nuestra sociedad. 


Por otra parte, quiero reivindicar dos principios rectores a los que nos referimos al principio. Uno es la 
perspectiva de derechos humano, y el otros es su consecuencia necesaria: pasar de un modelo de sustitución - 
hoy se habló de la curatela, que es un ejemplo claro- a un modelo de promoción de la autonomía y la 
independencia de las personas con discapacidad. Estos deben ser los principios rectores que nos orienten en 
cualquiera de los ámbitos desde los que aportemos a la construcción de este plan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


Quiero aclarar que el jueves 13 de diciembre desde la hora 9 hasta la hora 12 vamos a recibir al Ministro 
Olesker por una serie de temas y es el mismo día y la misma hora en que se realiza el seminario que están 
promocionando. Por consiguiente, de alguna forma recibiremos la información para saber qué aconteció en 
esa instancia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Dirección de Políticas Sociales del Ministerio de Desarrollo Social) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


